Poder Judicial de la Nación 
JUZGADO CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL 9 
CCC 55276/2019 
//Inos Aires, 24 de noviembre de 2021. 

AUTOS Y VISTOS: 

Para resolver en la presente causa CCC 
55276/2019, caratulada “G , R y Otros s/ violación de 
correspondencia”, del registro de la Secretaría n° 18 del Juzgado Nacional en lo 
Criminal y Correccional Federal n° 9, a mi cargo; 

Y CONSIDERANDO: 

Se inician las presentes actuaciones el día 07 de 
agosto de 2019, a raíz de la denuncia formulada el 05 del mismo mes y año, por la 
División Investigación en Delitos Tecnológicos de la Policía Federal Argentina, 
ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional. 

En la misma, se informó que varias áreas 
institucionales de dicha fuerza habrían sufrido una intromisión maliciosa en 
distintos correos de uso institucional, iniciándose la supuesta maniobra delictiva 
con la recepción de un correo electrónico denominado 
“div.supbienestar@hotmail.com"-, cuyo asunto rezaba "Informes solicitados". 
Dicho correo, además, refería en su cuerpo: “Se envía documentación solicitada, 
haga clic aquí para ver o ingrese a 
https:/Awww.supbienestar.gob.ar/2018/documentacion/acceso/login.php”. Dicho 
link redirigía en su ingreso a una página "web" con imagen de la 
Superintendencia de Bienestar de la PFA, en la cual presentaba un formulario 
donde requería el acceso mediante nombre de usuario y contraseña. Ello motivó la 
denuncia efectuada por el Ministerio de Seguridad que dio inicio a las presentes 
actuaciones, dándosele intervención al Juzgado en lo Criminal y Correccional n° 
6, donde se le recibió declaración testimonial al Subcomisario Claudio Ramos, de 
la División Investigación de Delitos Tecnológicos de la Policía Federal Argentina. 

Este manifestó en su declaración que, una vez 
conformado el formulario con los datos personales y de usuarios y contraseñas de 
cada afiliado, al que se accedía mediante el link antes aludido, y con su envío, le 
permitía a quien habría confeccionado dicho correo malicioso, obtener las 
credenciales de los usuarios (nombre de usuario, contraseña y registro de todos 
sus datos) logrando así el acceso al servidor donde se alojara la red y el "hackeo 
del mismo; acción delictiva denominada “phising ”. 


Al momento de la denuncia, el declarante afirmó 
que el correo electrónico de la div.supbienestar@hotmail.com recibido en la 
casilla acti drogasDpoliciafederal.gov.ar alertó al personal de dicha fuerza por la 
terminación “Hotmail” del mismo, determinándose que era un mail falso y no 
accediéndose al mismo para evitar la carga de datos antes aludida, no 
concretándose la sustracción de datos en cuestión, determinándose posteriormente 
que el mismo correo fue remitido a otras áreas. 

De la declaración testimonial aludida, surge que el 
personal policial determinó las propiedades técnicas de la alerta de GMAIL 
individualizándose dos direcciones IP, que se corresponderían con las conexiones 
utilizadas por la persona que habría obtenido los datos de forma engañosa. Estas 
serían las IP 199.58. , Usada el 29 de julio de 2019 a las 0.42 hs., y la IP 
45.232. :, usada el 29 de julio de 2019 a las 0.39 hs. Dichas IP fueron 
asignadas por la empresa “FULLTECH Solutions SA” de la provincia de Entre 
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Ríos, desconociéndose hasta ese momento el usuario particular al que fueron 
asignadas. 

A su vez, el Ministerio de Seguridad dio a 
conocer que simultáneamente, en la red social twitter, el usuario denominado 
“(alagorraleaks2.0” mencionó que había subido a la “Deep web” (área de 
internet sin control por parte de las empresas internacionalmente conocidas) 
información relacionada por la Policía Federal, específicamente de las áreas de 
Bienestar y Drogas Peligrosas, por lo que entendió que la información ahí 
publicada había sido obtenida por el mecanismo antes descripto. 

A partir de dicha maniobra, el declarante 
entendió que la modalidad y tipografía utilizadas por el usuario de twitter antes 
aludido era relacionable con las personas que en el año 2017 hackearon la cuenta 
de la Ministra Patricia Bullrich, quienes fueron identificados como R 


D M M yE v q , ya que el usuario en cuestión 
mencionó este episodio de 2017, y que ahora volcaría información de la Policía 
Federal. 


Al momento de la declaración ya se habían 
adoptado las medidas técnicas necesarias para la preservación de las conexiones 
institucionales, con lo cual no corrían más riesgo. Frente a la denuncia aludida, el 
Juzgado mencionado se declaró incompetente y remitió lo actuados a este fuero 
federal, siendo desinsaculado este Tribunal. 

Los hechos que conforman el objeto de 
investigación, conforme lo indicado por el otrora titular de la Fiscalía Federal n° 
1, interviniente en autos, también se completan con las causas CFP 6119/2019 y 
CFP 6618/2019, iniciadas antes los Juzgados Nacionales en lo Criminal y 
Correccional Federal N° 11 y 6 respectivamente, las cuales a pesar de resultar 
contemporáneas a este sumario, registraron un avance menor a la presente 
investigación, circunstancia que fue valorada por la Alzada para determinar el 
Juez competente, en sus respectivos decisorios. 

En relación a la primera causa, registrada 
bajo el n* 6119/2019, aquélla se inició el día 13 de agosto del año 2019 a raíz de 
la denuncia efectuada por el Dr. Mario La Rocca, asesor jurídico de la Prefectura 
Naval Argentina, ante la Excelentísima Cámara del fuero. En esa oportunidad, 
denunció a la/s persona/s que accedió, el día 12 de agosto del año 2019, a la 
cuenta de TWITER perteneciente a la Prefectura Naval Argentina, mediante la 
cual “tweeteaban” y “retweeteaban”, entre otras cosas, noticias falsas. Además, 
señaló que el mismo usuario replicó el hashtag +LaGorraLeaks2.0 del usuario 
(Dlagorraleaks de dicha red social, el cual redireccionaba a un grupo del servicio 
de mensajería Telegram, a través del cual podría accederse a 700 GB de 
información de la Policía Federal Argentina y de la Policía de la Ciudad. 
Asimismo, indicó que se “retweeteaba” a través de la cuenta de la institución, 
fichas pertenecientes al personal de P.F.A. La Excma. Cámara del fuero, resolvió 
que dicho expediente debía ser conexo a esta investigación: “(...) teniendo en 
cuenta que ambos magistrados tomaron conocimiento del hecho en la misma 
fecha y por sorteo, habré de precisar que en los actuados CCC 55276/19 el 
Ministerio Público Fiscal formuló el requerimiento de instrucción, en los 
términos del artículo 180 del Código Procesal Penal de la Nación, verificándose 
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con ello el ejercicio de la acción que exige tal norma para promover el proceso, 
disposición que no se efectivizó en el marco de los autos CFP 6119/19”. 

Respecto a la causa N° 6119/2019, ella se originó 
con fecha 28 de agosto del año 2019 ante la División Ciberpatrullaje de la Policía 
de la Ciudad, en la cual personal de aquélla dependencia (mientras realizaba 
amplias búsquedas bajo la modalidad ciberpatrullaje en portales web y redes 
sociales de fuentes abiertas de origen público), observó en el portal de noticias 
"Infobae", una noticia que rezaba "el nuevo “la gorra leaks": otra filtración de 
archivos secretos apunta al personal de la vieja policía metropolitana", donde el 
periodista Federico Fashbender refería que había recibido en su casilla un 
electrónico anónimo encriptado desde el sitio “guerrillamail”, donde le brindaban 
información privada de la vieja Policía Metropolitana, tal como contratos, 
información fiscal, compras, licitaciones, auditorías internas y externas policiales 
y casos particulares entre otros, oportunidad en la cual se observó que varios 
portales de noticias y usuarios de twitter se hicieron eco de esta información. 

Al momento de resolver la cuestión de competencia 
suscitada, la Excelentísima Cámara del fuero sostuvo que “(...) entiende el 
suscripto que las encuestas guardan estrecha vinculación entre sí tomando 
aconsejable que un mismo juez pondere los elementos probatorios en su conjunto 
y totalidad (...)”. 

Por otro lado, se acumuló materialmente la causa 
CFP 7477/2019, del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional N° 11, toda 
vez que el hecho allí anoticiado daba cuenta de los mismos sucesos pesquisados 
en la presente investigación, como así también por disposición del Superior se 
acumuló el expediente N° 6078/2019 del Juzgado Nacional en lo Criminal y 
Correccional Federal N° 6, en virtud de que en esta investigación ya se contaba 
con el primer impulso de la acción penal por parte de la Fiscalía Federal n° 1 
-conforme lo normado por el art. 180 del CPPN-, a partir de lo cual se ordenaron 
varias diligencias de prueba. 

En cuanto al expediente registrado bajo el nro. 
7477/2019, el mismo se inició el día 08 de octubre del 2019, ante la Cámara 
Nacional en lo Criminal y Correccional Federal por Sebastián Rodrigo Celery. 

En dicha oportunidad, manifestó que formulaba 
denuncia contra la persona que habría atentado contra la seguridad de la Nación 
Argentina. Asimismo, indicó que prestaba servicios en la Policía Federal 
Argentina, con la jerarquía de Principal, poseyendo 23 años de antigüedad en ella. 
En este sentido, refirió que el día 07 de octubre del año 2019, tomó conocimiento 
por medio de internet, que había un sitio en la Deep Web donde habría archivos 
de acceso público, conteniendo información reservada sobre integrantes de la 
Policía Federal Argentina, escuchas telefónicas, legajos personales, y gran 
cantidad de información sensible y reservada de la institución. 

Por último, en relación a la causa N° 6078/2019, 
dicho expediente se inició el día 12 de agosto del año 2019, en virtud de la 
denuncia formulada por , ante la Comisaría Vecinal 1E, 
de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires. 

En aquella oportunidad, refirió que el día 10 del 
mismo mes y año, mientras se encontraba en su domicilio, le envió un 
mensaje a través de la aplicación de mensajería instantánea "Telegram", por 
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medio del cual le sugirió que siguiera la cuenta (DlaGorraleaks2.0 de la red social 
"Twitter", ya que iba a pasar algo "groso" y que por favor lo comunicara a las 
personas que habían seguido a través de los medios el hackeo acontecido en el 
año 2017, de la cuenta de "Twitter" de Patricia Bullrich, en aquél entonces 
Ministra de Seguridad. 

Añadió que, siendo las 10:30 horas, advirtió que el 
usuario antes sindicado había aceptado su solicitud, y tras acceder a su perfil 
observó dentro de sus publicaciones, varias efectuadas por una tercera persona 
identificada como [S], del cual el declarante poseía registros de su usuario dentro 
de la aplicación de mensajería instantánea "Telegram", ((0s31337 con alias Do 
It), los cuales lo alertaron, ya que en los mismos se hacía mención a que "(...) 
Oficialmente hago público ... 700 GB de información de 1a PFA y POLICÍA DE 
LA CIUDAD”. Por motivo de seguridad para mí y para ustedes la información 
fue subida a la Deep Web por ende hay que utilizar el programa Tor para poder 
ver la información ...”, como así también a otras publicaciones relacionadas con 
datos personales de funcionarios públicos. 

Por último, el denunciante indicó que el “avatar” y 
la firma del usuario que realizaba las publicaciones mencionadas, coincidían con 
aquellas efectuadas en el expediente en el cual se investigó el hackeo de la ex 
Ministra Patricia Bullrich. En relación a la cuestión de competencia tratada, la 
excelentísima Cámara del fuero resolvió que dicha denuncia debía tramitar en 
forma conexa con los presentes actuados. 

En razón de lo expuesto, y de acuerdo a lo 
dictaminado por el titular de la acción penal pública, a cargo de la Fiscalía Federal 
n° 1, corresponde destacar que el objeto de esta investigación giró en torno a 
determinar quiénes fueron los autores de los supuestos hackeos a los diferentes 
sistemas de información reservados que poseían las fuerzas de seguridad 
involucradas, concretamente la Policía Federal Argentina y la Prefectura Naval 
Argentina, datos que fueron posteriormente divulgados en diferentes redes 
sociales. 

Corrida la vista en los términos del 180 del CPPN, 
la representación fiscal solicitó una serie de medidas de recolección de pruebas, 
las cuales fueron dispuestas por esta sede y desarrolladas por la División 
Investigación de Delitos Tecnológicos de la PFA. 

Así, se requirió a la firma FULL TECH un informe 
de las IP's involucradas, refiriendo en primer lugar que la dirección IP 


199.58. tenía como titular una persona que se llamaba G Ci DNI 
, con determinados datos de conexión y un mail 
g @gmail.com, con determinados métodos de pago: MERCADO DE 


PAGO y PAGO FACIL (ver informe de fs. 50). En el mismo informe se advierte 
la identificación de dos abonados telefónicos (342)594- y (342) 4064- ; 
que se vinculan a dicha cuenta de Gmail y de información vinculada al pago 
realizado por el servicio de internet aludido, obteniéndose los siguientes datos: 
c| (Olive.com.ar, p @gmail.com con sus respectivas 
direcciones IP, todo ello informado por la firma Mercado Libre. 

Frente a lo informado por el personal policial 
abocado a la investigación, esta sede ordenó a la firma “Federacion.net” se sirva 
informar la totalidad de los datos relativos a la IP 42.232. . Del mismo 
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modo, se requirió a la firma “Google Inc” toda la información respecto a las 


cuentas de correo electrónico g @gmail.com y 
p @gmail.com. Además se dispusieron órdenes de 


presentación con allanamiento en subsidio respecto a las firmas Telefónica de 
Argentina SA y Telecom Argentina SA para obtener los listados de llamados 
entrantes y salientes y antenas de activación del servicio, más transferencia de 
datos, de los abonados 115498: , 114334 ; (342) 594- y (342) 4064- 

, además de solicitar que se informe a cuál de sus usuarios le fueron 
asignadas las direcciones IP 186.111. durante el día 20/07/2019 y 
181.9. durante el día 25/07/2019. 

Posteriormente, los informes policiales dieron 
cuenta que la firma Mercadolibre hizo saber que la cuenta 
1g @homail.com", se encontraba a nombre de G Q , DNI 

, teléfonos 1144374 y 115498 , con domicilio en 

de la localidad de Berazategui, PBA, observándose transacciones realizadas 
a través de la IP 186.111. con procedencia de la ciudad de Rosario, 
mediante la empresa Telecom Personal, y una segunda IP 181.9. E 
procedente de la ciudad de Rosario, también mediante la empresa Telecom 
Personal. A su vez, Mercadolibre informó que del mismo dispositivo (celular o 
computadora) utilizado para generar el cupón, accedieron otras cuentas de 
usuarios de dicho sitio de compras, lo cual es una actividad poco común. Así, 


mencionaron las cuentas de los siguientes usuarios: 
p @gmail.com, relacionado con el usuario a nombre de 
T pJ a , DNI , con domicilio en 

localidad de Berazategui PBA; 1 (Dgmail.com, relacionado con el 
usuario a nombre de L B M L , DNI Ly 
ci @live.com.ar, relacionado con el usuario de nombre J G 

O , DNI , con domicilio en la Ciudad de Santa Fe, provincia 


homónima (confr, informe de fs, 67 y stes.). 

También se informó que la División mencionada 
llevó a cabo ciertas averiguaciones sobre los hechos suscitados en el 2017, que 
afectaban la cuenta particular de Twitter de la ex Ministra de Seguridad de la 
Nación, entendiendo que existía un mismo modus operandi que en este caso. Por 
ello, individualizaron a aquéllos responsables del hecho señalando a R 

D M M , E vV GQ , Javier_Smaldone y a A 

E F , de quienes se contaba con sus cuentas de correo, documentos 
de identidad y domicilios vinculados. 

Dicha vinculación con los nombrados resultaba de la 
apreciación que se realizaba respecto a las similitudes de las maniobras, que 
consistían en el hackeo de las cuentas públicas de redes sociales, divulgando 
información sensible a través de aquéllas. 

A fs. 73 obra el informe de Policía Federal 
Argentina en el que se aportan los datos brindados por la empresa Google Inc., 
sumándose nuevas direcciones IP a la investigación, como así también, teniendo 
en cuenta el cupón de pago nro. 500086: aportado por Mercadolibre con el 
que se abonó a la firma FULL TECH Solutions, el servicio de internet respecto 
del dispositivo investigado, se solicitó a la firma Google inc, se informen los 
datos de registración sobre la cuenta | (Dgmail.com, ya que este usuario 
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aparecía vinculado a un equipo celular sospechado de haberse utilizado para la 
maniobra (XIAOMI REDMI6A), como una especia de PC virtual. 

Con ello, el Tribunal procedió a la intervención 
telefónica de dos abonados vinculados (con característica de la ciudad de Santa 
Fe) y al libramiento de órdenes de presentación con allanamiento en subsidio a las 
compañías de telefonía prestatarias de los servicios de los abonados en cuestión y 
de las IP aportadas. 

Posteriormente, se continuó requiriendo información 
a la firma “Google inc.” para que brinde los datos de conexión de otras 
direcciones, entre ellas / (gmail.com, que se encontraba vinculada a las 
personas que habrían expuesto los datos en la red social Twitter, como así 
también datos de la URL “Tg:Wresolve?domain=lagorraleaks”. 

Continuando con la investigación, se acompañaron 
informes respecto a la situación socio ambiental de E vV C , DNI 

, que se encontraba alojado en la Unidad Penal nro. 2 de Las Flores, 
Provincia de Santa Fe, habiendo recuperado su libertad el 17 de agosto de 2019, 
solicitándose el acceso a los aparatos de telefonía que le fueran secuestrados en 
dicha provincia para realizar un examen pericial y determinar si tienen datos de 
interés para la investigación, frente a ello, el Juez a cargo del Juzgado Criminal y 
Correccional Federal nro. 11 (donde la causa tramitó un tiempo, mientras se 
tramitaba una cuestión de competencia) dispuso que se le entregue al personal de 
la División Investigación de Delitos Tecnológicos de la PFA dichos aparatos 
pertenecientes a V C yaA A o 

De la misma manera, se determinó que los autores del 
delito investigado habrían utilizado la plataforma TEAMVIEWER para 
conectarse de forma remota a un VPS donde se almacenó la información 
sustraída. Como la empresa mencionada posee su sede en la República Federal de 
Alemania, se libró un oficio al Sr. Gotz Knobloch, Oficial de enlace de la Oficina 
Federal de investigación Criminal de la Embajada de la República Federal de 
Alemania en Argentina, a fin de que por su intermedio se requiera a 
TEAMVIEWER la información respecto de los ID logrados. Como resultado de 
ello, se obtuvo la necesidad de librar un exhorto internacional para solicitar los 
datos oficialmente, lo que fue materializado por esta Sede a fs. 175. Además de 
ello, los datos que fueron surgiendo de los informes aportados por las empresas 
generaron nuevas medidas de prueba sobre los abonados telefónicos, librándose 
diversas ordenes de presentación con allanamiento en subsidio a las empresas 
prestatarias de servicios telefónicos involucradas. 

Posteriormente, se adunaron a la investigación diferentes 
informes efectuados por la División Ciberpatrullaje de la PFA, a través de la 
navegación efectuada por dicha dependencia en la red, analizándose 
publicaciones en la “DEEP WEB-TOR” y en Telegram, respecto a las direcciones 
“la gorra Leaks Team” y “Lagorraleaks 2.0; y en TWITER, de la cuenta 
(Omis2centavos, vinculada a Javier Smaldone. Respecto a las facultades para 
realizar dicho informe, la División Ciberpatrullaje, dependiente del Departamento 
Ciberdelito de la Dirección General de Investigación de Organizaciones 
Criminales, de la Superintendencia de Investigaciones Federales de la PFA, 
comunicó a este Tribunal que la navegación aludida se hizo en cumplimiento de 
la misión de detectar y adoptar las medidas que permitan prevenir la comisión de 
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conductas ilícitas a través de la web, y observando para ello las disposiciones de 
la Ley 25.520 en lo que se refiere a la producción de inteligencia criminal y de la 
Resolución 31/2018 del Ministerio de Seguridad de la Nación. En dicha 
normativa, se indica que el resultado sea suministrado a las dependencias que 
específicamente investiguen el delito de que se trate, a efectos de que se proceda a 
la judicialización de la cuestión, debiéndose posteriormente continuar bajo las 
directivas procesales del Magistrado competente. Por lo expuesto y 
desempeñando la función antes mencionada, el personal policial efectuó un 
relevamiento de la WEB monitoreando cuentas de la plataforma Telegram: 

#LaGorraleaks2.0 y #LagorraleaksTeam; de la red Twitter, las cuentas: @ 


(E F )@ N oO ), @mis2centavos (Javier 
Smaldone), @ (L ), como así también de la “Deep web”. 


En el mencionado informe se alude a publicaciones de 
aquéllas personas señaladas como posibles autores de los hechos, la mayoría con 
alguna relación a filtraciones de información sensible que contenía los datos 
sustraídos de las redes de las fuerzas de seguridad intervenidas. Luego de que se 
señalara a los imputados como posibles autores de los hechos, todas las medidas 
de prueba posteriores en la investigación giraron en torno a procurar probar su 
participación. En ese sentido, se pidió a esta Sede la autorización para la 
obtención de evidencia digital relacionada con la cuenta “lagorraleaks”, asociada 
al servicio de Telegram. 

A fs. 236, obra un informe efectuado por el personal de la 
División interviniente en el cual se hace un resumen de la investigación realizada, 
aportándose algunos datos adicionales respecto a lo aportado por la firma FULL 
TECH, relacionado con las IP involucradas. En el mismo sentido, fruto de la 
evidencia digital correspondiente a la cuenta del sistema de mensajería 
"telegram", denominada "lagorraleaks", y tras un análisis de la información 
colectada, se determinaron los siguientes abonados telefónicos vinculados: 
114079 , 342409 ; 342442 ; 342500 y 349232 (de 
Telefónica de Argentina), 340646 : 340843 ; 342445 342472 E 
342594 ; 342596 ; 342610 ; 34261 ; 342612 ; 342630 > 
342630 ; 343406 ; 348221 ; 348241 ; 348264 ; 348264. ; 
349141 ; 349221 ; 349221 ; 349225 : 349231 ; 349261 : 
349263 ; 349264 ; 349266 ; 349266 ; 349267 ; 349267 b 
351 64 y 6888 (de Telecom Personal); y 340857 ; 342504: : 
342545 ; 348267 ; 349230 ; 349230 ; 349644 ; 349650 
351386. ; 351506. y 351858 (de AMX Argentina -Claro-). 

De todos ellos se solicitaron los respectivos listados de 
llamadas entrantes y salientes, las antenas de activación de servicio y la 
transferencia de datos, en el período comprendido entre el 10/07/2019 hasta el 6 
de septiembre del año 2019, además de los datos de registración. 

En el mismo sentido, y tras expreso pedido, se le autorizó a 
la División aludida la obtención de evidencia digital relacionada con la cuenta 
asociada al servicio “VPS Hostinger” correspondiente a la IP 93.188. Ello, 
toda vez que a partir del análisis forense y la obtención de evidencia digital 
efectuada por el personal policial, que se encontraba almacenada en forma local 
"VPS" (Servidor Privado Virtual), fue posible obtener las credenciales de acceso 
y puerto "SSH" que brinda el servicio de conexión remota, así como también se 
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obtuvieron las credenciales de acceso producto del análisis forense de la "VPS" 
aportada. 

Para autorizar dicha medida, este Tribunal tuvo en cuenta 
que el procedimiento podía realizarse mediante una descarga de datos 
relacionados mediante el labrado de un acta y en presencia de dos (2) testigos 
hábiles, conforme el protocolo informado por la propia Policía Federal Argentina, 
obteniendo de esta manera la evidencia digital que podría resultar de importancia 
para la investigación de los hechos denunciados, teniendo en cuenta que dicha 
"VPS" posee indicios de haber realizado la descarga compulsiva del padrón de 
afiliados de la obra social de esa fuerza y de haber accedido a los servidores de 
Prefectura Naval Argentina (cfr. denuncia que diera inicio a la causa 6119/19). 

Luego de que se autorizaran las medidas antes descriptas, la 
División acompañó otro informe parcial, a fs. 445, en el cual se encuentran 
agregadas las averiguaciones relacionadas con lo informado por la empresa FULL 
TECH, concretamente respecto de la IP 199.58. , en donde el cliente 
efectuaba el requerimiento de obtener ingreso al servicio que había cancelado 
para copiar unos archivos, obteniéndose copia forense de toda la información. 

Se acompañó también el análisis de la red Telegram de la 
cuenta “LaGorraLeaks2.0” y las distintas conversaciones efectuadas en dicho 
chat, relacionadas con el hackeo a las cuentas policiales. Se agregó un análisis de 
la información aportada por la empresa Mercadolibre, reiterándose que el 
servicio de internet (VPS) brindado por la Firma 'FULL TECH SOLUTIONS", 


fue abonado por G C n correo electrónico 
g @gmail.com, con DNI ; tel: 115498: ; con dirección 
en Capital Federal, a través de un bono generado el día 


24/07/2019, horas 18:26, por medio de "MERCADO PAGO, bajo el Nro. 
500086 , por un valor de $ 2.360, 42. Respecto de este cupón de pago, el 
mismo fue generado a través del usuario de nombre "C. a. 
registrado con los siguientes datos: nombre G El , DNI 3 
fecha de registro el 20/07/2019, y los mismos datos, con disparidad en los DNI y 
los teléfonos. 

Mercadolibre también informó respecto de dos (2) usuarios 
que utilizaron el mismo dispositivo, a través del cual se generó el cupón de pago 


señalado anteriormente: TER b con correo electrónico 
p @gmail.com y “L 
”, con correo electrónico l (Dhotmail.com. Respecto de 


ambos usuarios, el personal policial efectuó un análisis de sus contactos, de sus 
extracciones monetarias, de los envíos de dinero, efectuándose una vinculación 


entre los nombrados y C O , con coreo electrónico 
“g live.com.ar”. También se obtuvieron filmaciones de los cajeros 
automáticos de donde se extrajo el dinero enviado por J3 C T , desde el 


31/7/2019 al 18/08/2019. 
Además se efectuó un análisis parcial de las intervenciones 


efectuadas sobre los abonados 342594 que pertenece a S R Lg 
3424064 , y las conversaciones establecidas con el abonado 342595 k 
utilizado por C D Á . Respecto de ellos se solicitó informe al 


RENAPER, se analizó la geolocalización de las antenas de los teléfonos antes 
aludidos, haciéndose comparativos con las extracciones de los cajeros 
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automáticos antes aludidos, lo que llevó a concluir que estas personas habían 
efectuado las extracciones monetarias junto a P A O „indicando que 
Cc D Á se encontraba detenido en la provincia de Santa Fe. 

A fs. 451 obra la entrega de manera provisoria del material 
informático incautado a V Q yO por autoridades de la provincia 
de Santa Fe. Al momento de iniciarse la pericia, la División Policial interviniente 
solicitó a esta sede poder acceder al material mediante el sistema “J-TAG”, lo 
cual fue autorizado por el Tribunal. 

Como resultado de las tareas investigativas desplegadas, la 
dependencia de la Policía Federal interviniente solicitó entonces a esta sede el 


allanamiento y detención respecto de las siguientes personas: 
a) E Vv q , DNI , domiciliado 


en 


, Ciudad de Córdoba, 
Provincia homónima; como así también proceder al secuestro de telefonía celular, 
elementos informáticos, dispositivos de almacenamiento, anotaciones y todo 
aquello que guarde relación con los hechos investigados. 
b) S M R , DNI con domicilio 
en , Ciudad de Santa Fe, provincia homónima, 


, esto con la finalidad de proceder al secuestro de telefonía 
celular, elementos informáticos, dispositivos de almacenamiento, tarjetas de 
débito y/o crédito en poder de la misma, anotaciones y registros vinculados a la 
maniobra investigada. 

c) P A O , DNI , con domicilio en 

, Ciudad de Santa Fe, 
provincia homónima, , con la finalidad de 
proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, dispositivos de 
almacenamiento, tarjetas de débito y/o crédito en poder del mismo, anotaciones y 
registros vinculados a la maniobra investigada. 

d) € D A , DNI , alojado en una 
celda del Penal II de Las Flores, del Servicio Penitenciario de la provincia de 
Santa Fe, ubicado en la Av. Blas Parera 8800, Santa Fe, provincia homónima, con 
la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados a la maniobra 
investigada. 

e)J JEEG , DNI , alojado en una celda 
del Penal II de Las Flores, del Servicio Penitenciario de la Provincia de Santa Fe, 
ubicado en la Av. Blas Parera 8800, Santa Fe, provincia homónima, con la 
finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados a la maniobra 
investigada. 

f) LE H V , DNI , alojado en una 
celda del Penal II de Las Flores, del Servicio Penitenciario de la provincia de 
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Santa Fe, ubicado en la Av. Blas Parera 8800, Santa Fe, provincia homónima, con 
la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados a la maniobra 
investigada. 

g) A A O (DNI ), alojado en 
una celda del Penal II de Las Flores, Servicio Penitenciario de la provincia de 
Santa Fe, ubicado en la Av. Blas Parera 8800, Santa Fe, provincia homónima, con 
la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados a la maniobra 
investigada. 

h) R D M M (DNI ), con 
domicilio en de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
con la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos 
informáticos, dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados 
a la maniobra investigada. 

i) Javier Smaldone (DNI ), con domicilio en 

de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, con la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, 
elementos informáticos, dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros 
vinculados a la maniobra investigada. 

j) G C (DNI ), con domicilio en 

de la localidad de Berazategui, provincia de Buenos Aires, con 
la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados a la maniobra 
investigada. 





k)J Q Ti (DNI ), con domicilio en 
de la Localidad de Berazategui, Provincia de Buenos Aires, 
con la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos 
informáticos, dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados 
a la maniobra investigada. 

h C G O (DNI n° ), con 
domicilio en de Santo Tomé, Provincia de Santa Fe, con la 
finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados a la maniobra 
investigada. 

m) S B O (DNI n° ), con 
domicilio en de Santo Tomé, Provincia de Santa Fe, con 
la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados con la 
maniobra investigada. 

n)M o O (DNI ), con domicilio 
en de Santo Tomé, Provincia de Santa Fe, con la 
finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, elementos informáticos, 
dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros vinculados con la 
maniobra investigada. 

0) R J G , DNI n° , con 
domicilio en de La Plata, provincia de 
Buenos Aires, con la finalidad de proceder al secuestro de telefonía celular, 
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elementos informáticos, dispositivos de almacenamiento, anotaciones y registros 
vinculados con la maniobra investigada. 

De los diversos procedimientos, se incautaron diversos 
celulares, computadoras, como así también material informático y de 
telecomunicaciones, conforme surge de la certificación realizada a fs. 1124/1129. 

Tras ello, y a los fines de despejar cualquier sospecha sobre 
el personal policial interviniente, este Tribunal decidió prescindir de la División 
Investigaciones de Delitos Tecnológicos de la PFA y otorgar la participación en la 
tareas investigativas en desarrollo al Departamento de Investigaciones 
Informática dependiente de la Dirección de Prevención e Investigación de Delitos 
Tecnológicos de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires. 

Luego de que se arrimaran a la causa todas las constancias 
de los allanamientos realizados, se registraron diversas presentaciones de las 
personas imputadas en ella. Sin perjuicio que en muchas de esas presentaciones se 
efectuaban críticas a la investigación, desde un primer momento los imputados 


tuvieron oportunidad de tomar vista de la causa y de efectuar todas las 
consideraciones pertinentes respecto a la misma, ejerciendo plenamente su 
derecho de defensa en juicio, lo que fue garantizado tanto por el Tribunal como 
por la Fiscalía Federal interviniente (n° 1), soslayándose por infundado_el 
contenido de las críticas hechas a_la labor realizada por parte de ambas sedes, que 
algunas de esas presentaciones contenían, 


Posteriormente, con fecha 18 de diciembre del año 2019, 
quien suscribe entendió que los ataques informáticos debían ser analizados por la 
Unidad Fiscal Especializada en Ciber-delincuencia (UFECI) del Ministerio 
Público Fiscal de la Nación por su vasta experiencia en la materia de delitos 
informáticos, teniendo en cuenta que en este caso resultaba necesario realizar 
investigaciones en entornos digitales reconociendo la complejidad y 
particularidades de lo acontecido en esta causa, para lo cual también dispuse 
delegar la investigación en la mencionada Fiscalía Federal, según lo normado por 
el art. 196 del CPPN, a fin de evaluar la pertinencia de dicha intervención y 
cooperar con el éxito de la investigación. 

Así fue que, llegados los autos a dicha Fiscalía, con toda la 
prueba que hubo de colectarse previamente, los elementos secuestrados, más las 
apreciaciones efectuadas por algunos imputados, se entendió que dicha Unidad 
Fiscal era la indicada para analizar la investigación emprendida en la misma, ya 
que no escapaba al titular en aquel momento, el estimado Dr. Di Lello, que la 
maniobra en sí presentaba una complejidad técnica de dificultoso entendimiento 





para aquéllos que no fueran expertos en la materia. 

El Dr. Ramiro González, interinamente a cargo de la propia 
Fiscalía Federal n° 1, entendió que todos y cada uno de los procedimientos 
informáticos fueron sugeridos por la fuerza policial especializada que interviniera 
desde el principio en la causa, razón por lo cual, el producido contaba con detalles 
específicos de la metodología tecnológica utilizada para trazar el camino que 
vinculara los hechos con sus autores. 

Por ello, entendió que el informe producido por la Unidad 
Fiscal especializada, fue el horizonte de aquél para, luego de asumir la 
subrogancia de esa representación Fiscal, dictaminar en el sentido aquí expuesto, 
sin perjuicio de lo cual entendió necesario realizar algunas medidas de pruebas 
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sugeridas por dicha Unidad, y concluir que los elementos aunados durante la 
pesquisa no vinculan a las personas imputadas oportunamente. 

Así, destacó el Dr. González que con fecha 22 de marzo de 
2021 se recibió el informe elaborado por la UFECI, a cargo del Dr. Horacio 
Azzolín, quien entendió que la maniobra desplegada habría sido posible mediante 
la conjugación de dos vectores de ataque. 

Por un lado, se habría logrado montar en los servidores web 
de la Superintendencia de Bienestar de la Policía Federal, una página web_que le 
solicitaba al visitante que introduzca ciertos datos, en particular, su nombre de 
usuario y contraseña. Ello podría haberse logrado mediante el uso de técnicas de 
inyección de código PHP y/u otras, que podrían haber permitido el acceso_en 
forma ilegítima a los sistemas y la creación de la página en cuestión, La referida 
página se encontraba diseñada de modo tal que la información suministrada por el 
visitante, por medio de un formulario, fuera recopilada en un archivo que luego 
podía ser relevado por los autores de la maniobra. 

El segundo vector de ataque se desarrolló cuando los 
atacantes enviaron correos electrónicos a las casillas creadas sobre plataformas 
gratuitas de webmail por diferentes dependencias de la Policía Federal Argentina, 
principalmente cuentas de Gmail. Para ello, se valieron de una dirección creada 
para la ocasión, div.supbienestar(Vhotmail.com, con la que simulaban escribir en 
nombre de la Superintendencia de Bienestar de la referida fuerza. En el cuerpo de 
aquellos mensajes, se invitaba a ingresar al mencionado URL para acceder a 
cierta documentación. Así, quienes no lograron advertir el engaño, accedieron al 
URL e ingresaron en la página sus respectivas credenciales. 

Fue así que, en poder de esa información, los autores 
pudieron acceder a algunas cuentas de correo electrónico utilizadas por las 
dependencias policiales (divantidrogastucuman(2 gmail.com y 
areaoctava.mesopotamia(Wgmail.com), como así también al servicio de 
almacenamiento de Google Drive asociado a las mismas, y así, a un gran volumen 
de datos informáticos de carácter privado pertenecientes a la Policía Federal 
Argentina. 








Tras ello, publicaron la información en la deep web2, en un 
sitio montado mediante “TOR”; a su vez, el URL fue publicado, junto a otras 
direcciones que permitían acceder a dicho sitio -entre ellos, 
http://lagorraleaks.co.nf-, por medio de la cuenta de Twitter @lagorraleaks, y en 
un grupo de Telegram administrado por el usuario (Dgorraleaks. La persona detrás 
de las referidas cuentas, cabe mencionar, se identificaba como “[S]”. Luego 
surgiría un nuevo canal de Telegram, creado por el usuario (Dlagorra, en el que se 
hacía también alusión a la maniobra en cuestión. 

En este sentido, el Dr. Azzolín observó respecto a la 
metodología utilizada para desarrollar la investigación de los hechos que “(...) el 
caso sólo debería construirse a partir de evidencias objetivas que se obtengan de 
la reconstrucción del hecho. Esto implica recolectar toda la evidencia digital 
posible y, a partir de ella, recorrer un camino muchas veces difícil, para intentar 
atribuir el hecho a un individuo o un grupo de individuos ...”. 

Respecto de los elementos de prueba recolectados en la 
presente causa, el Dr. González indicó que el informe alude a la presentación de 


fs. 67/69 del principal, elaborada por personal de la División Investigación de 
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Delitos Tecnológicos mediante el cual introduce los nombres de las cuatro 


personas sospechosas de la maniobra: R D M ME, E 
Vv g , Javier_Smaldone y A E F , por las 


publicaciones relativas al hecho del año 2017, respecto al hackeo de la cuenta de 
Twitter de la Ministra de Seguridad en aquel entonces, Patricia Bullrich, caso que 
fue conocido como “La Gorra Leaks”. 
Para identificarlos, la Unidad Fiscal entendió que respecto a 
R D M M , se mencionó, además de su imputación en aquél 
hecho anterior, la publicación deliberada de una foto suya en el grupo de 
Telegram por parte de los autores. Además, Javier Smaldone, habría sido 
mencionado también en uno de los grupos que fueron creados posteriormente. 
Finalmente, todos ellos, junto con A E 
F habrían hecho alusión a lo ocurrido, cuando la situación tomó estado 
público, por medio de sus redes sociales, deslizando diferentes valoraciones al 
respecto. 





Paralelamente, en la presentación aludida, se apreció 
además que todos ellos poseerían conocimientos en múltiples áreas de la 
informática compatibles con los que deberían poseer los autores para perpetrar 
una maniobra de esta naturaleza. 

Sobre este punto, la Unidad Fiscal entendió que, en lo que 
respecta a las menciones realizadas en los grupos de Telegram, no constituyen 
elementos de suma relevancia probatoria. Por un lado, sostuvo, que Smaldone y 
M son figuras más o menos públicas, conocidas -por diferentes motivos- en el 
ámbito de la informática y la ciber-seguridad, por lo que su sola mención no 
invita a presumir un vínculo de la naturaleza sugerida. 

Así afirmó que “(...) el caso analizado tomó rápidamente 
estado público, por lo que no sorprende que una gran cantidad de personas 
relacionadas con dichos sectores hayan mostrado un interés legítimo, emitido 
diferentes opiniones sobre lo sucedido y publicado información del caso a través 
de las redes sociales. Así, las publicaciones y las referencias que pudieran haber 
efectuado cualquiera de los nombrados sobre el caso y sus conocimientos en la 
materia tampoco podrían interpretarse como un indicio de su participación en 
los hechos. Ahora bien, lo cierto es que las medidas llevadas a cabo en función 
de la sospecha que se deslizó sobre los nombrados no habrían arrojado, de 
momento, nuevos elementos capaces de refrendar una hipótesis incriminatoria 
con respectoaM yF PEA 

El Dr. Azzolin advirtió que “(...) es un conjunto de 
apreciaciones sin rigor científico ni anclaje concreto en elementos objetivos del 
caso (las evidencias recolectadas, a las que hicimos referencia anteriormente, 
parecerían dirigir la investigación hacia otras personas), que pretenden vincular 
a un perfil determinado de persona con un hecho. O, en realidad, a un posible 
perfil de persona inferido de las expresiones públicas en una red social concreta 
que tiene una lógica comunicacional específica ...”. 

En conclusión, dijo el Dr. González, la Unidad 
especializada en la materia entiende que la prueba recabada no se vincula con las 
personas señaladas en la causa. 

De tal modo, sostuvo el Fiscal a cargo de la Fiscalía 
Federal n° 1 que, analizando el informe producido por quienes tienen los 
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conocimientos técnicos suficientes para desandar el camino que llevara a las 
intromisiones investigadas, se puede afirmar, en concordancia con la UFECI, que 
las personas que llevaron a cabo la maniobra tenían conocimientos en la materia. 
La dificultad en la investigación, destacó, gira en torno a la reconstrucción de los 
hechos y a la obtención de evidencias que permitan atribuirlo a una persona o un 
grupo de personas, en cambio, si el autor del hecho es sofisticado utilizará varias 
capas para enmascarar su identidad, entre ellas, servicios a nombre de terceros. 
Por lo expuesto, el mero conocimiento informático no debería ser el norte que 
vinculara a los autores con el hecho acontecido. 

Destacó el Fiscal González que, a esta altura de la 
investigación, se han dispuesto diferentes medidas de prueba en autos a fin de 
lograr acreditar la veracidad de los extremos denunciados, no obteniéndose 
ningún dato cierto que permita identificar una maniobra delictiva atribuida a los 
mencionados en los informes labrados por personal policial, ni en la prueba 
recolectada luego de los allanamientos, elementos que fueran objeto de análisis de 
la Unidad Especializada en ciberdelito y que concluyera en este caso, tal como el 
Dr. González, según lo que se relatara anteriormente. 

Entendió el titular de la acción penal que las diferentes 
apreciaciones efectuadas por los imputados, y también esbozadas por el titular de 
la UFECI, respecto a la actuación del personal de la PFA, se encuentran siendo 
analizadas por el Departamento Control de Integridad Profesional 
-Superintendencia de Asuntos Internos de la P.F.A. (cfr. fs. 1637). Por ello, 
consideró que, ante la inexistencia de elementos que hagan variar el estado de 
inocencia del que goza todo imputado, debe desvincularse la imputación, pues 
integra la garantía de defensa en juicio el derecho, -de rango constitucional (art. 8, 
inc. 1° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos)- de todo imputado 
a obtener una decisión judicial en un tiempo razonable, deviniendo en 
consecuencia procedente adoptar un temperamento desincriminatorio y definitivo. 

En tal sentido, sostuvo que son múltiples los fallos de la 
Alzada que sostiene: “... resulta de raigambre constitucional -art. 18 C.N.- el 
derecho del imputado a obtener en su caso, un pronunciamiento que defina su 
situación de una vez y para siempre frente al orden legal y que ponga término a la 
incertidumbre que deriva de su sometimiento a sospecha en el proceso penal ...” 
(C.N. Crim., Sala VII, c.5517 “Mussi de Odriozola, Silvia”, rta: 3/12/96 en 
concordancia con: Sala VII, causa 4474 “Trevin, Antonio”; causa 4585 
“Vázquez, Gerardo; causa 4449 “Pérez, Oscar”; Sala I, causa 5909 “Córdoba, 
Ramón”, entre muchas otras). 

A su vez, expresó que nuestro Tribunal cimero ha dicho: “... 
debe reputarse incluido en la garantía de la defensa en juicio el derecho de todo 
imputado a obtener -luego de un juicio tramitado en legal forma- un 
pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, 
ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y 
de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal ...” 
(C.S.J.N. “Fallos” T. 305, p. 1753 “Lagrasta, Domingo y otros”; en el mismo 
sentido: T. 272, p. 188). Así también la Corte Suprema de Justicia dejó sentado 
que “... la garantía constitucional de defensa en juicio y del debido proceso no se 
agota en el cumplimiento formal de los trámites previstos en las leyes adjetivas, 
sino que se extiende a la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión 
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judicial que ponga fin a los conflictos y situaciones de incertidumbre, evitando, 

dentro de los límites de lo razonable y conforme a las circunstancias de cada 

caso, una dispendiosa y eventualmente inútil actividad jurisdiccional; así lo 

exige, por lo demás, el propósito de afianzar la justicia enunciado en el 

Preámbulo de la Constitución Nacional ...” (“Fallos” T. 302, p. 299; “Fundación 
San Martín de Tours”; 1980). 

En el caso, indicó el Dr. González, debe agregarse 
que el temperamento elegido puede tener lugar aún cuando ninguno de los 
investigados hayan sido citados a prestar declaración indagatoria, pues no resulta 
éste un requisito imprescindible para aquél y que, por otro lado, ilusorio sería 
esperar que de su producción surgieran elementos que hagan variar el cuadro 
antes descripto (Conf. Nuñez, R.C.: “Código Procesal Penal”, Lerner, Córdoba, 
1906, p. 294; Clariá Olmedo, J.A.: “Derecho Procesal Penal”, V. II, Lerner 
Córdoba, 1905; Torres Das, R.: “El Procedimiento Penal Argentino”, V. 1, 
Lerner, Córdoba, 1986, p. 360). 

En razón de todo lo expuesto, expresó el Fiscal a 
cargo de la Fiscalía interviniente, que habiéndose efectuado una exhaustiva 
recolección de prueba respecto a la intromisión efectuada con fecha 12/08/2019 a 
la cuenta de Twitter de la Prefectura Naval Argentina y los hechos denunciados 
con fecha 5/8/2019, respecto a las maniobras de “phishing” realizadas sobre 
diferentes correos electrónicos de dependencias pertenecientes a la Policía Federal 
Argentina, que involucrara, en ambos casos, la captación engañosa de datos 
personales de las fuerzas de seguridad antes señalada; se puede afirmar que en 
esta instancia, corresponde desvincular a aquéllos señalados oportunamente y 
proceder al archivo de las actuaciones hasta que puedan surgir nuevos elementos 
que aporten indicios sobre los autores de los hechos pesquisados. 

Por todo lo expuesto, solicitó a esta Sede se decrete 


el sobreseimiento de E V q (DNI ) Ss 

M R (DNI ) P A o (DNI 
We DIN Al (DNI j, JU JUE 

(DNI j; LEE H v (DNI ) A A 

o (DNI ), R D M M (DNI ) 

JAVIER SMALDONE (DNI j, G C (DNI ) 

J G T (DNI ) E G 0) (DNI 
) S B O (DNI )M 0 

(0) (DNI. )yR J [E (DNI ) 


conforme lo establecido por el art. 336, inc. 4? del Código Procesal Penal de la 
Nación y se proceda al archivo de las actuaciones, en función del art. 195 del 
CPPN. 

Ahora bien, y a punto de resolver la cuestión, estimo 
que la problemática suscitada en autos se circunscribe a dilucidar las facultades 
que tiene el suscripto, para continuar con la investigación desarrollada teniendo 
en cuenta que el Sr. Agente Fiscal postuló, con fecha 17 de noviembre del 
corriente, el sobreseimiento de los imputados y el archivo del legajo. 

Sobre esta cuestión, antaño los tribunales resolvían 
que era aplicable, en los casos de que el criterio del juez no coincidiera con el 
sobreseimiento solicitado por el Agente Fiscal, por un lado lo normado por el art. 
348 del CPPN, así se entendía que dicho instituto procedía por analogía, por lo 
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tanto, el Juez de la causa, al plantear el Sr. Agente Fiscal el sobreseimiento del o 
los imputados, disintiendo con el criterio expuesto por el Ministerio Público, 
elevaba a la Cámara de apelaciones las actuaciones por el término de (6) días y si 
esta entendía que le asistía razón al Juez interviniente, en cuanto la conducta a 
investigar era delito, apartaba al fiscal actuante e instruía, en tal sentido, al fiscal 
que designe el fiscal de Cámara o al que siga en orden de turno. 

En otros casos, ordenaba el superior proseguir con la 
instrucción de las actuaciones hasta tanto se llegue a la etapa procesal establecida 
por el Art. 346 del CPPN y si el fiscal solicitaba el sobreseimiento del o los 
imputados, se procedía de acuerdo con lo establecido por el Art. 348 del CPPN 
antes descripto. Este procedimiento, reglado por el aludido art. 348 del ritual, 
encontró aceptación en la doctrina y la jurisprudencia, tanto en la etapa que 
expresamente reglaba dicha norma, como en su aplicación analógica en 
oportunidad del art. 180 del CPPN; así la Cámara de Casación Penal justificaba la 
existencia del procedimiento cuestionado en la necesidad de implementar un 
instrumento legal que controle la actividad de los fiscales, quienes debían adecuar 
su actuación al principio de legalidad ya que los jueces son los facultados para 
efectuar ese control en el proceso. Todo ello, opinaban, a fin de evitar la 
concesión de “un amplio campo para el funcionamiento práctico del principio de 
oportunidad” sin que esta situación se haya visto alterada ni por la introducción 
del art. 120 de la Constitución Nacional, ni por la ley orgánica del Ministerio 
Público (en ese sentido CNCP Sala III, causa 4722 “Torres” del 1/3/04, sala IV 
causa 4076 “Lencina” del 26/4/04, entre otras). 

Continuado con los fundamentos, sostenían que así 
como los Jueces son quienes resuelven los recursos que interpone el Fiscal, 
también son ellos quienes deben resolver si la causa se eleva a juicio, pues “se 
trata del control jurisdiccional sobre los requerimientos conclusivos del Ministerio 
Público, propio de la denominada etapa intermedia”, y que impide el ejercicio de 
facultades dispositivas por parte de los fiscales. 

En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (causa Q.162 XXXVIII Quiroga, Edgardo Oscar s/ causa 4302 el 
23/12/04), resolvió declarar inconstitucional el art. 348 del CPPN, segundo 
párrafo, primera alternativa, en cuanto autoriza a la Cámara de apelaciones, en los 
casos en que el Juez no está de acuerdo con el pedido de sobreseimiento del fiscal 
(en oportunidad del art. 346 del CPPN), a apartarlo e instruir al que designe el 
Fiscal de Cámara, a fin de producir la elevación a juicio, y entre otros argumentos 
realizó una análisis de los fundamentos sostenidos por la Cámara de Casación 
Penal, antes enumerados. 

Afirmó el Tribunal cimero que es equivocado el 
paralelo que traza la Cámara entre la facultad de los Jueces de resolver los 
recursos interpuestos por el Fiscal y la de decidir en definitiva la elevación a 
juicio, a fin de demostrar que es la voluntad judicial la que debe prevalecer. En 
razón a que lo que se discute en el caso no es que sean los Jueces quienes decidan 
dentro de su jurisdicción apelada que existen elementos que justifiquen un debate, 
sino si pueden ser quienes resuelvan de oficio lo contrario: impulsar la acción 
penal, no sólo dicha resolución en contra del Fiscal, sino también del imputado. 
También cuestionó el argumento según el cual la garantía de imparcialidad no se 
vería afectada, en tanto la decisión de acusar proviene de un Tribunal distinto del 
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que habrá de tener intervención durante el debate. Si lo que está en discusión es la 
imparcialidad del Tribunal que ha de controlar la investigación preparatoria, la 
respuesta no puede ser que se trata, de todos modos, de una etapa procesal en la 
que dicha garantía rige en menor medida que durante el debate. 

Por ello, no se puede entender que durante el 
sumario, al ser una etapa intermedia haya una restricción de las garantías, ya que, 
si bien es cierto que el sumario es un procedimiento de recolección de pruebas y 
que, en definitiva, habrá de estarse a la prueba que surja del debate, de ello no se 
extraen las conclusiones a las que llega la Cámara de Casación. Aun cuando el 
procedimiento preliminar tenga carácter meramente preparatorio, y por sus 
propias características, suponga una cierta prevalencia de los órganos estatales de 
persecución penal por sobre el imputado, ello no puede conducir a admitir que sea 
indiferente si su realización es controlada por un juez imparcial o no: “... la 
instrucción compromete el honor, la reputación y la tranquilidad de una persona 
legalmente inocente, que puede restringir su libertad o afectar su patrimonio, o 
alejarlo de su actividad ordinaria o de su familia, dejando a ésta en el desamparo; 
que, en fin, puede adquirir las formas y la severidad de una pena, causando la 
deshonra y la ruina irreparables” (Velez Mariconde, Alfredo , Derecho Procesal 
Penal, Lerner ediciones, 2a. ed., Buenos Aires, 1969, T. I, pág. 386). 

Asimismo, sostuvo que “..la exigencia de 
"acusación", si es que ha de salvaguardar la defensa en juicio y la imparcialidad 
como condiciones del debido proceso, presupone que dicho acto provenga de un 
tercero diferente de quien ha de juzgar acerca de su viabilidad, sin que tal 
principio pueda quedar limitado a la etapa del "debate"... sino su vigencia debe 
extenderse a la etapa previa, de discusión acerca de la necesidad de su 
realización ...”. 





Respecto al argumento esgrimido por la Cámara de 
Casación en relación a la necesidad del control sobre la actuación de los fiscales 
en adecuación al principio de legalidad, el alto Tribunal, en el precedente 
enunciado, señaló que “... la obligatoriedad de la persecución penal para todos los 
funcionarios estatales nunca fue entendida por esta Corte con una extensión tan 
amplia como para imponer al Ministerio Público la obligación de acusar ...”. Ya 
que en numerosas situaciones se ha resuelto que “... el desistimiento del Fiscal de 





cámara fue considerado válido e idóneo para privar de jurisdicción a las cámaras 
respectivas, tomando en cuenta que "tan desprovista de soportes legales resultaría 
una condena de primera instancia sin acusación, como una condena de segunda 
instancia sin apelación” (conf. especialmente jurisprudencia a partir de Fallos: 
234:271 y 372), sin que el principio de legalidad procesal haya interferido ...”. 
Asimismo, argumentó que el sistema republicano 
presupone que los funcionarios estén sujetos a algún mecanismo de control 
institucional relativo a cómo ejercen su función, pero ello no puede llevar a 
autorizar su sustitución en las funciones que le son propias por parte de quienes 
son ajenos a ellas. Por lo demás, el argumento de la "falta de control" es 
inadmisible, puesto que la ley procesal permanentemente somete a los fiscales al 
control jurisdiccional, en cuanto son los Jueces quienes tienen la facultad de 
decidir si corresponde que la persecución penal siga progresando. A la inversa, 
por cierto, la estructuración de un sistema de control jurisdiccional se torna más 
compleja, pues en los procesos penales regidos por la noción de "legalidad" (conf. 
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arts. 120 de la Constitución Nacional y 71 y 274, del Código Penal) el legislador 
permanentemente enfrenta el dilema de facilitar el ejercicio de la defensa 
-acusación necesaria- y el establecimiento de mecanismos que eviten la 
desviación del poder de perseguir penalmente. 

Por último, el argumento referido a que la 
introducción del art. 120 de la Constitución Nacional no modifica el paradigma 
procesal penal vigente hasta ese momento, la Corte opinó en contrario ya que la 
constitución Nacional, al establecer la independencia funcional de dicho 
organismo, indica una clara decisión en favor de la implementación de un sistema 
procesal en el que ha de existir una separación mucho más estricta de las 
funciones de acusar y juzgar. Desde este punto de vista, una regla procesal como 
la del art. 348 del Código Procesal Penal de la Nación, que "unifica" la potestad 
de acusar en cabeza de la Cámara de Apelaciones se torna insostenible. 

Asimismo, advirtiendo el suscripto que la cuestión a 
resolver habría encontrado respuesta en el más alto Tribunal de la Nación, otros 
tribunales inferiores emitieron opinión en favor de esta inconstitucionalidad que 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación declara en el fallo mencionado. Para 
ello argumentaban, respecto a la imparcialidad del juzgador, que la noción de 
separación entre acusador y juzgador como herramienta para asegurar la 
imparcialidad no es novedosa en nuestro medio, así ya Manuel Obarrio, en la 
exposición de motivos del Código de Procedimientos en Materia Penal decía: “... 
cuando el acusador arriba a estas conclusiones [ausencia de prueba suficiente de 
culpabilidad del procesado], no es posible entrar al plenario, porque el plenario es 
un juicio en materia criminal que participa de la naturaleza del juicio ordinario en 
materia civil, es decir, es un juicio seguido entre partes, un juicio contradictorio. 
Entrar al plenario sin acusador sería lo mismo que abrir la tramitación de un juicio 
ordinario civil, sin existir demandante Por lo demás, la imparcialidad es una de las 
condiciones de que debe el Juez estar siempre revestido, y esa imparcialidad es 
inconciliable con las funciones de la acusación, funciones que vienen en rigor a 
desempeñar, cuando, a pesar de las opiniones del ministerio público o querellante 
particular, manda llevar adelante los procedimientos y pasar la causa al estado de 
plenario”. 





La división de funciones del Estado -necesaria 
consecuencia de la forma republicana de gobierno que adopta nuestra Nación 
(artículos 1 y 33 de la C.N.)-, se materializa, en el ámbito de la aplicación del 
poder punitivo, a través de la separación formal de las actividades decisoria y 
acusatoria. “En nuestro sistema penal, sólo es concebible, entonces, la 
instrumentación del principio acusatorio formal, en el sentido de la distribución 
en dos órganos del Estado de la división de dos poderes separados formalmente, 
el de acusar y el de sentenciar” (Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 
Buenos Aires, expediente 339/00 “Pariasca Lucio León s/ artículo 47 s/ recurso de 
queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad” del 29/9/2000). Así, al 
Poder Judicial le corresponde “decidir o dar solución a conflictos sociales ..., 
conforme a su ley ..., planteados entre los individuos que, transitoria O 
permanentemente caen bajo su soberanía o entre esos individuos y el mismo 
Estado, decisión o solución que respalda y cumple con su propia fuerza pública si, 
en el caso, resulta necesario” (Maier Julio B. “Derecho Procesal Penal. Parte II. 
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Parte General Sujetos Procesales, pág. 436, Editores del Puerto, Buenos Aires, 
2003). 

Paralelamente, nuestra Constitución Nacional 
dispone que el Ministerio Público “... es un órgano independiente con autonomía 
funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de 
la justicia ...” (artículo 120). El fiscal, entonces, como integrante de un órgano con 
una posición institucional externa independiente de los demás poderes del Estado 
(extrapoder), reclama el despliegue de jurisdicción. Esto es, su función tiende a 
afirmar un interés en que se aplique la ley en aras de decidir o solucionar un 
conflicto social. Consecuentemente, no se concibe la actividad judicial sin una 
pretensión jurídica del Ministerio Público (acción pública -tanto de instancia de 
pública como privada-). “... En atención a que dicha actividad de accionar se 
muestra indispensable en cuanto previa, como regla para el ejercicio de la 
jurisdicción, se ha sostenido que esta viene a resultar siendo secundaria; sería 
primaria la de la promoción de la acción (Velez Mariconde). Es cierto que esto no 
se puede negar desde un punto de vista cronológico; pero la realidad es que ambas 
actividades se conjugan adecuadamente en un movimiento coordinado” (Clariá 
Olmedo, Derecho Procesal, t. I, Depalma, 1982, pág. 243/244). 

La coordinación de estos poderes de jurisdicción 
(Juez) y de acción (Fiscal) -en la que también participa el poder de excepción 
propio del perseguido jurisdiccionalmente-, es inherente al modelo teórico 
acusatorio cuya garantía básica es la de un “Juez imparcial” -y como tal, 
tajantemente independizado de la acusación- y representa la cristalización en 
nuestra Carta Magna de los aforismos ne procedat iudex ex officio y nemo iudex 
sine actore. 

A ello se suma la opinión del Ministerio Público 
que, al interpretar las normas mencionadas, concluye que el llamado 
procedimiento de consulta, en el cual las discrepancias entre el Juez de 
instrucción y el Fiscal respecto a si corresponde elevar la causa a juicio son 
resueltas por la Cámara de Apelaciones quién puede instruir a un Fiscal para que 
realice el requerimiento respectivo, viola principios constitucionales, y 
consecuentemente, pone en riesgo las garantías de imparcialidad, defensa en 
juicio y debido proceso legal. “ ... permitir que el órgano encargado de dirimir el 
pleito se involucre con la función requirente, que exclusivamente se encuentra en 
cabeza del Ministerio Público Fiscal, deriva necesariamente en la pérdida de toda 
posibilidad de garantizar al imputado un proceso juzgado por un órgano imparcial 
que se encuentre totalmente ajeno a la imputación ...” (dictamen del Procurador 
Fiscal de la Nación en la causa B. 320 XXXVII “Banco Nación Argentina 
s/sumario averiguación defraudación” del 10/4/03, en el mismo sentido ver 
dictamen del procurador en fallos 234:270 y causa Q.162 XXXVIII Quiroga, 
Egardo Oscar s/ causa 4302" del 23/12/04). 

A partir de las consideraciones efectuadas, se 
concluye que nuestra Constitución impide que los Jueces ejerzan una actividad 
que exceda del conocimiento y decisión de casos que previamente les fueron 
planteados por un órgano -Ministerio Público- con autonomía funcional. 

En consecuencia, no hay jurisdicción sin una acción 
que la requiera con anterioridad, ni posibilidad de que un Juez instruya a un Fiscal 
a que efectúe tal requerimiento. Esto último, no sólo por la autonomía funcional 
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del órgano acusador, sino -antes bien- por el hecho de que tal proceder es ajeno a 
la función que la Carta Magna atribuye al Poder Judicial -y tan ajeno como le 
resultaría a los poderes Ejecutivo o Legislativo. 

La CSJN resolvió en la causa “Quiroga” anteriormente 
invocada que “... resulta insostenible que sea el tribunal encargado de controlar 
la investigación preparatoria el que pueda ordenarle al fiscal que acuse. Pues el 
ejercicio de tal facultad de sustituir al acusador hace que los jueces, en vez de 
reaccionar frente a un estímulo externo en favor de la persecución, asuman un 
compromiso activo en favor de ella. Tal actitud es susceptible de generar dudas 
en cuanto a la imparcialidad con que debieron haber controlado el 
procedimiento de instrucción, esto es, permaneciendo "ajenos". Cabe recordar 
que este Tribunal ha reconocido desde siempre que el derecho a ser juzgado por 
los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa (art. 18, 
Constitución Nacional) debe ser entendida como sujeta a la garantía de 
imparcialidad, reconocida como garantía implícita de la forma republicana de 
gobierno y derivada del principio acusatorio (Fallos: 125:10; 240:160), sin 
restricción alguna en cuanto al mayor o menor avance de las etapas 
procesales ...”. 


En consecuencia, de acuerdo con las prescripciones 
constitucionales y legales señaladas, el poder jurisdiccional se encuentra 
inexorablemente supeditado a la existencia de un acto ajeno a la función del Poder 
Judicial y propio de la del Ministerio Público. Por ello que, frente a un pedido 


Fiscal de sobreseimiento de la totalidad de los imputados y archivo de los 


actuados por no poder proceder, el Juez se encuentra impedido, no sólo de instruir 
al Fiscal a continuar la instrucción, sino -antes bien- de conocer y decidir el 
asunto. 





En efecto, resulta claro que los fiscales deben ser objetivos 
en el cumplimiento de su función y sujetarse estrictamente a la ley, por lo que 
cuando no encuentran reunidos los extremos necesarios para solicitar una condena 
o promover un juicio, deben pedir la absolución o el sobreseimiento, facultades 
estas conferidas por el art. 120 de la Constitución Nacional y la ley n° 24,946 
-reglamentaria de aquella cláusula-. 

Así, el artículo 120 de la Constitución Nacional, consagra al 
Ministerio Público como un órgano independiente con autonomía funcional, 
autarquía financiera, inmunidades funcionales e intangibilidad de remuneraciones, 
asignándole la función de promover la actuación de la Justicia en defensa de la 
legalidad y los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás 
autoridades de la República. 

Conforme con ello, corresponde a la naturaleza de las 
facultades del Ministerio Público, la promoción y ejercicio monopólico- de la 
acción penal en el proceso (artículos 5 y 65 del Código Procesal Penal de la 
Nación). Al respecto lleva dicho la Excma. Cámara Nacional de Casación Penal 
que “... con exclusión de los supuestos excepcionales llamados por la ley penal 
de “acción privada”, el ejercicio de la acción punitiva constituye una función 
pública, una forma de la función judicial, reglada por el derecho procesal. Y 
asimismo, que la actividad requirente [...] ha sido concebida en nuestro nuevo 
ordenamiento ritual sin perjuicio de la facultad de acusar acordada al particular 
ofendido- como la “potestad” como poder de ejercicio obligatorio, por lo que el 
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titular de ella tiene el deber jurídico de ejercerla ...” (conforme c. n° 16 de la 
Sala III, “Rongo, Ricardo G. s/ recurso de casación”, Reg. n° 63/93, rta. el 
06/12/1993). 

El carácter pues, de actos de impulso de la acción 
penal que tienen todos aquellos emanados del Ministerio Público Fiscal, deriva 
-como se expresó- del artículo 120 de la Constitución Nacional en cuanto 
establece como funciones de dicho órgano la promoción de la actuación de la 
Justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, y 
tales facultades se encuentran también previstas en la ley Orgánica del Ministerio 
Público (n° 24.946, sancionada el 11/3/98 y promulgada el 18/3/98, B.O. del 
23/3/98), en cuanto señala que corresponden al Ministerio Público (Título II, 
Sección I, artículo 25): “a) Promover la actuación de la justicia en defensa de la 
legalidad y de los intereses generales de la sociedad; ... b) Representar y defender 
el interés público en todas las causas y asuntos que conforme a la ley se 
requiera; ... c) Promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y 
correccionales ...”. 

Como se advierte de la normativa, en aquellos casos 
en que el señor representante de la vindicta pública promueve la actuación del 
Poder Judicial de la Nación, su actuación importará explicitar en el proceso la 
pretensión punitiva del órgano al que la propia Constitución Nacional le ha 
confiado el ejercicio de la acción penal. 

La Procuraduría de Estado, organizada jerárquica y 
monocráticamente ha sido acogida por la Constitución Nacional y por la 
legislación, y se le ha impuesto la obligación de promover la acción pública 
contra quien recaigan sospechas suficientes de que sea autor de una acción 
punible. Con la consagración del Ministerio Público como un poder independiente 
del Estado, las tareas de administración de Justicia penal se han repartido en dos 
órganos del mismo: el ministerio público fiscal y los tribunales de justicia. Esta 
división de funciones representa uno de los aspectos más importantes de la 
disciplina de nuestro actual ordenamiento procesal penal, en el cual, en oposición 
a lo que sucedía en el viejo régimen inquisitivo, se le ha quitado al tribunal la 
intervención inicial y toda investigación de la sospecha que lleva a la iniciación 
de la acción (ne procedat iudex ex officio, conforme artículos 180, 186, 188 y 195 
del Código Procesal Penal de la Nación; y lo resuelto por la CNCP, Sala III, c. n° 
58 “Veisaga, José A. s/rec. de casación”, Reg. n° 91/94, rta. el 10/03/1994). 

De esta manera, la posición psicológica-procesal del 
Tribunal queda libre del peligro de una prevención y del afianzamiento de una 
impresión determinada. Con esto se ha logrado el más importante presupuesto: 
que el Tribunal puede realizar con serenidad objetiva la tarea que le incumbe 
efectuar en el procedimiento principal. 

Ahora bien, se ha autorizado al ministerio público a 
desdoblar su actuación en dos partes formalmente diferentes: el procedimiento 
preliminar y el procedimiento principal o penal propiamente dicho. El primero se 
funda en la existencia y búsqueda de los indicios suficientes de sospecha para 
abrir la investigación (con base a ello se han creado las Unidades Fiscales de 
Investigaciones especiales). El segundo, en el supuesto de que se inicie la acción, 
tiene por finalidad la comprobación de la culpabilidad. Estas dos partes tienen su 
propia significación procesal. Debe tenerse presente que todo lo investigado en el 
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procedimiento preliminar sólo se considera provisorio, y que los resultados de 
esta investigación no tienen efectos definitivos en el procedimiento penal. Por 
consiguiente, en éste, la tarea del tribunal resulta claramente independiente y no 
es perjudicada y obscurecida por las comprobaciones logradas en el 
procedimiento preliminar (salvo las excepciones necesarias e inevitables que, sin 
embargo, deben restringirse estrictamente). 

Pero el ministerio público no representa la autoridad 
ejecutiva del Estado, sino su voluntad jurídica. “... Partiendo del punto de vista de 
esta interpretación, que se funda en una antigua y eminente tradición, SAVIGNY, 
1846, ha centrado las funciones judiciales del ministerio público sobre la idea de 
la Justicia y de la legalidad estricta: “como guardián de la ley”. El ministerio 
público debe estar autorizado para “actuar desde el comienzo en el procedimiento 
contra el acusado siempre que la ley necesite una satisfacción”; debe estar 
“obligado tanto a proteger al acusado ante el tribunal, sino ya antes con las 
actuaciones precedentes de la autoridad policial”. Bien informado de los múltiples 
conflictos entre policía y tribunal, basándose en la forma fundamentalmente 
diferente de la mentalidad finalista (del poder) policial y de la mentalidad jurídica 
judicial, SAVIGNY ha visto en el ministerio público, la autoridad “que actúa 
entre ambas” (policía y tribunal) “como guardián de la ley, constituyendo el 
vínculo entre ellos”...” (conforme Schmidt, Eberhard “Los fundamentos teóricos y 
constitucionales del derecho procesal penal”, Editorial Bibliográfica Argentina, 
Buenos Aires, 1957, pág. 62/64). 

Desde este punto de vista es que debe evaluarse las 
significación de las intervenciones del Fiscal en el proceso penal. Es que hay que 
reconocer como dice Carlos Creus (“Derecho Procesal Penal”, Ed. Astrea, Buenos 
Aires, 1996, pág. 249/250) “ ... que este funcionario, en tanto que representante 
del Ministerio Público, plantea en el proceso una pretensión, configurada en los 
límites de la “acción” que el derecho le reconoce y, en este sentido, podemos 
catalogarlo como parte pretensora [...] La función “natural y propia” del fiscal 
(como representante del Ministerio Público y, por ende, del Estado) es la de 
ejercer acción penal, promoviéndola e impulsando su desarrollo ...”. 

Así, conforme con lo establecido por el artículo 120 
de la Constitución Nacional, corresponde al Ministerio Público Fiscal 
exclusivamente, promover la actuación de los Jueces en casos de delitos de acción 
pública, y en virtud de ello, le compete también demostrar tanto la existencia del 
hecho delictuoso como la culpabilidad del acusado (en el mismo sentido, 
Cafferata Nores, José I., “Cuestiones actuales sobre el proceso penal”, 2da. 
Edición, Ed. Del Puerto, Buenos Aires, 1998, pág. 83/5). “... Junto a los tribunales 
se encuentra como autoridad especial [...], el Ministerio Fiscal, que no está 
subordinado ni superordinado a los tribunales [..]. Su misión es la de defender los 
intereses estatales en la persecución penal, siempre que no se trate de funciones 
específicamente judiciales ...”. El ministerio fiscal debe, antes de actuar, preparar 
la actividad judicial, examinando y resolviendo si el asunto debe ser llevado a los 
tribunales (conforme Beling, Ernest, “Derecho Procesal Penal”, DIN editora, 
Buenos Aires, 2000, pág. 57). La figura del Fiscal en el actual sistema procesal 
penal nacional, se estructura como el instrumento necesario para la oficialización 
de la acción penal, pues garantiza que la función acusadora no se identifique con 
la juzgadora lo cual impediría la imparcialidad-, y asimismo asegura la 
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persecución penal como objeto de interés público tutelado por el Estado. “... 
Ahora bien, si resulta plenamente coherente que dentro de dicho contexto el fiscal 
sometido como es conocido a los principios de unidad de actuación y dependencia 
jerárquica, actúe en comunicación y armonía con el Gobierno, la clave de 
coordinación y el elemento garantista irrenunciable es la sujeción de aquella 
actuación al principio de legalidad. Sólo ésta, a falta de la legitimación 
democrática, justifica la concesión del ejercicio de la acción penal ...” (conforme 
Armenta Deu, Teresa, “Principio Acusatorio y derecho penal”, J.M. Bosch editor 

SA, Barcelona, 1995, pág. 42/43). 

En síntesis, ante la comisión de un delito -como es 
sabido- se quebranta el orden y la paz social, y es tarea del Estado llevar adelante 
la investigación y persecución penal de aquellas conductas, mediante los órganos 
creados a tal fin. En efecto, ante la noticia de un delito es el agente fiscal quien 
pone en funcionamiento la maquinaria judicial con el objeto de lograr el 
esclarecimiento del hecho. Y ello así, en virtud del monopolio que sobre el 
ejercicio de la acción penal le han conferido expresamente los artículos 120 de la 
Constitución Nacional; 71 del Código Penal; 1° y 25 de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público Fiscal; 5 y 65 del Código Procesal Penal de la Nación, y la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en tal sentido (vid 
causas: T. 209. XXII "Tarifeño, Francisco s/ encubrimiento en concurso ideal con 
abuso de autoridad”, Rta. el 28/12/1989; G. 91. XXVII "García, José Armando s/ 
p.s.a. estelionato y uso de documento falso en concurso ideal s/casación", Rta. el 
22/12/1994; C. 408. XXXI "Cattonar, Julio Pablo s/ abuso deshonesto", Rta. el 
13/06/1995; B. 352. XXXI "Bensadón, Germán p/ av. infr. artículo 34 inciso d de 
la ley 20.974 y artículo 293 en función del artículo 292, 2da. parte del Código 
Penal", Rta. el 10/08/1995; S. 172. XXVIII "Saucedo, Elizabeth y Rocha Pereyra, 
Lauro Daniel s/ av. contrabando", Rta. el 12/09/1995; F. 164. XXVIII. "Ferreyra, 
Julio s/ rec. de casación", Rta. el 20/10/1995; S.C. 397,XXVIIL, “Cáseres, Martín 
H. s/ tenencia de arma de guerra”, Rta. el 25/09/1997; M. 528. XXXV 
“Mostaccio, Julio G. s/ homicidio culposo”, Rta. el 17/02/2004; L.192.XXXVII 
“Laglaive, Silvia G. y otros s/ p. ss. aa. de homicidio calificado en grado de 
tentativa”, Rta. el 04/07/2004; y Q. 162 XXXVIII “Quiroga, Edgardo Oscar 
s/causa” n° 4302, Rta. el 23/12/2004). 

De tal forma, cuando el Fiscal no impulsa la acción 
contra el imputado, sino que solicita del Tribunal un pronunciamiento remisorio, 
no existe acción penal qué reprimir o dilucidar, y de conformidad con la 
normativa legal vigente, corresponde en el caso adoptar dicho decisorio respecto 
del imputado, aún sin que se le haya recibido declaración indagatoria (artículo 
294 del C.P.P.), postura que fuera ratificada por el Superior en los autos “De 
Jesús, Guillermo s/sobreseimiento”, rta. 09/08/05, Reg. 24.011, de la Sala II, entre 
otros. 

Sentado lo expuesto, y toda vez que el Sr. Agente 
Fiscal propicia el sobreseimiento de los imputados en el legajo y su archivo por 
no poder proceder, el suscripto entiende que debe adoptarse el temperamento 
correspondiente a dicha pretensión. 

Por todo lo expuesto, y de conformidad con la 
normativa vigente, es que; 

RESUELVO: 
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S B O A (0) yR J 
todos ellos de las demás condiciones personales obrantes en autos, conforme lo 
establecido por el art. 336, inc. 4° del Código Procesal Penal de la Nación, 
dejando constancia que la formación del presente en nada afecta el buen nombre y 
honor del que hubieren gozado, y archivar los actuados, de conformidad con lo 
normado por el art. 195, párrafo segundo, del C.P.P.N, por no poder proceder. 

II — Notifíquese al Señor Fiscal y a las defensas 
oficiales y particulares de los imputados. A tal fin, líbrense sendas cédulas 
electrónicas. 





TI. Dispóngase oportunamente lo que por derecho 
corresponda en relación a los elementos incautados en autos. Firme que sea, 
procédase al archivo de las presentes en las que no resta sellado alguno que 
reponer. 


Ante mí: 


En la misma fecha se libraron cédulas electrónicas a las partes. DOY FE.- 


En del mismo se archivó. Conste.- 
Signature Not Veni Signature Not 
Digitally signed JAN MANUEL Digitally signed 
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